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UNIDAD DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL TRIBUNAL DE ÉTICA 

GUBERNAMENTAL: En la ciudad de San Salvador, a las once horas con treinta minutos del 

día cuatro de junio del año dos mil veintiuno. 

CONSIDERANDOS 

l. El artículo 5 de los Lineamientos para la Gestión de Solicitudes de Acceso a la Información Pública 

establece que los entes obligados deberán publicar "/as resoluciones emitidas por el Oficial de 

Información en los procedimientos de acceso a la información; resguardando los datos personales 

de los solicitantes y la información confidencial que se tenga de tales resoluciones (. . .) De igual 

forma, deberá publicar la información proporcionada, relacionando un extracto del objeto de la 
misma». 

11. Que dentro de las definiciones contenidas en los Lineamientos para la Gestión de Solicitudes de 

Acceso a la Información Pública se establece que los expedientes administrativos permiten "el 

soporte de información documental ordenada y relacionada que refleja las actuaciones 

administrativas realizadas en la gestión de solicitudes de información, reúne las comunicacion~-:::~ 
efectuadas dentro del procedimiento de acceso a la información o protección de datos person ~S,.f'~ "' ..... ~~-~' 
y tiene por finalidad dar certeza de la tramitación del procedimiento". ~~ ;~:~J~ 1;: 

'~ >~' ~~¡f 
SA oi~ -=-

DEL TRÁMITE DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 

Por la documentación y actos de comunicación contenidos del expediente administrativo se idenf 1ca 

lo siguiente: 

l. El día veintisiete de junio del año dos mil catorce fue solicitado lo siguiente: "Récords de avisos y 

denuncias contra el Concejo Municipal de San Antonio los Ranchos Chalatenango en el periodo 

2012-2015: a) Situación de cada caso; b) Resoluciones definitivas que se hayan emitido; y c) Si 
hay resoluciones denegadas o en procesos". 

11. De acuerdo a la conformación del expediente administrativo se tiene constancia que en fecha 

veintisiete del mes y año referidos fue requerida la información a la Unidad de Ética Legal y a la 

Secretaría General de este Tribunal. 

111. Por otra parte, se tiene constancia que en fecha veintiuno de julio del mismo año, fue notificada la 

finalización de trámite de acceso y la entrega de la información correspondiente según consta en 

acta suscrita en Chalatenango entre el Oficial de Información y la persona solicitante: 



"( ... ) entrego la documentación que consta de: el memorando emitido por el jefe de la Unidad de Ética 
Legal el día catorce de julio de dos mil catorce, junto con resoluciones finales de los expediente con 
números de referencia 22-A-14 y 2-A-13 que por este acto se comunican. Y para dejar constancia de 
que se ha efectuado el acto de notificación respectivo en los términos señalados, firmamos la presente 
Acta". 

IV. Sin embargo, la suscrita hace de conocimiento público que, dentro del expediente administrativo 

correspondiente al trámite con referencia 15-Sl-2014 no se encontró la resolución final emitida por 

el Oficial de Información. 

V. Finalmente, se adjunta a la presente acta el memorando de fecha catorce de julio; así como la 

copia de las resoluciones finales relacionadas. 

Sin más que hacer constar, se cierra la presente acta, para lo cual firmo en fe de la información antes 
señalada. 
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Asunto: 

Fecha : 

o 

Memolando 
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Lic. Carlos Edgardo Artola Flores 
Oficial de Acceso a la Información Pública 

Lic. Jorge E. Martínez Ramos 
Jefe de la Unidad de Ética Legal 

Solicitud de información 15-Sl-2014 

14 de julio de 2014 

En atención a su memorándum referencia 19-0AIP-2014, de este día, mediante el que remite 

la solicitud de información N.º 15-Sl-2014, le comunico lo siguiente: 

1. "[R]ecord de avisos y/o denuncias que el Concejo Municipal de San Antonio Los 

Ranchos, Chalatenango, está involucrado en este período 2012·2015" 

El aviso 22-A-14 fue promovido contra el Alcalde, el Síndico Municipal, el primer regidor 

propietario, la segunda, el tercer y cuatro regidores suplentes del municipio de San Antonio Los 

Ranchos, departamento de Chalatenango. 

2. " [L]a situación de cada uno de los casos anteriores". 

3. " [L]as resoluciones definitivas que se hayan emitido, de los casos anteriores". 

4. "[S]í hay resoluciones denegadas ó (sic) en proceso, de los casos anteriores". 

En cuanto a los tres aspectos precedentes, conforme al art. 62 de la Ley de Acceso a la 

Información Pública, se adjunta copia simple del auto de improcedencia dictado a las catorce horas y 

diez minutos del treinta de abril del año en curso. 

Atentamente, 



jl 
·{ 22-A-14 

TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las catorce horas y diez 

minutos del treinta de abril de dos mil catorce. 

Analizado el aviso recibido el veintisiete de febrero del corriente año, este Tribunal 

hace las siguientes consideraciones: 

l. El informante dirige el aviso contra los señores José Santos Navarro, Alcalde, 

María Lidia Rodríguez, Síndico, Israel Caravantes, Primer Regidor, Celia Ortega Alemán, 

Segundo Regidor suplente, Alexander Ernesto Rauda Cornejo, Tercer Regidor Suplente y 

José Femando Cruz, Cuarto Regidor suplente, todos del Municipio de San Antonio Los 

Ranchos, Chalatenango. 

Adicionalmente, manifiesta que desde septiembre de dos mil trece el Alcalde y los 

miembros del Concejo Municipal no han realizado la inscripción del libro actualizado de la 

membresía de la ADESCO de San Antonio Los Ranchos y se niegan a acreditar a la nueva 

Junta Directiva electa en el proceso interno que se efectúo el veintiuno de diciembre de dos 

mil trece, para el período de dos mil.catQrg~;:ti.dos·inil quince. 
. • ~ '. ' ~ ';. ; l : :" :-: '' ' .. ; ' • ~ : • -

La Junta Directiva ha efec~d.(?'.cuátro solicitudes de extensión de credenciales a los 
. . . . , 

referidos servidores públicos, recibi~pdo respuestas negativas sin fundamento legal. 
. • 1 ' • . ' 

. ' . .·. 
II. En armonía con los cotxi'P,romiso~ ·int~rnacionales adquiridos con la ratificación 

'. ·) . •:. ::r·. :. ~' .. :· ,~~l 

~en::a~º:::t::i~: :::;~::~~: c~r;::ª:¡~!f ~~~=~:~:t~~::e~:~:c::i~~ ::c~~n:: 
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encomendado a este Tribunal la función de preveruli;:y.idetectar las prácticas corruptas, así 

como sancionar los actos y omisiones··que se perfilen como infracciones a los deberes y 

prohibiciones enuriciados:en los artículos 5, 6 y 7 de dicha ley. , . . 
De manera que, en estricta observancia del principio de tipicidad, según el cual toda 

conducta u omisión constitutiva de infracción administrativa debe estar descrita con 

claridad en una norma, la facultad sancionadora de esta institución se restringe únicamente 

~ a 'los hechos contrarios a los deberes y prohibiciones antes mencionados. 

Es por esa razón que el artículo 81 letra b) del Reglamento de la LEG establece 

como causal de improcedencia de la denuncia o aviso la falta de correspondencia entre los 

hechos planteados y las prohibiciones o deberes éticos. 

III. En el caso particular, el informante expone su inconformidad con la negación 

del Concejo Municipal de San Antonio Los Ranchos de la inscripción de la Junta Directiva 

de la ADESCO de San Antonio Los Ranchos para el período dos mil catorce al dos mil 

quince, la cual afirma carece de fundamento legal. 

Ahora bien, en respeto del principio de legalidad establecido en el artículo 86 inciso 

3° de la Constitución, no compete a este Tribunal pronunciarse sobre la legalidad de los 

actos administrativos, pues ello es atribución exclusiva del Órgano Judicial (art. 172 Cn). 



En efecto, como se indicó con anterioridad, la competencia de esta sede se limita a 

la verificación de posibles infracciones a los artículos 5, 6 y 7 de la LEG, no pudiendo 

ejercer su potestad sancionadora fuera de esa frontera. 

En todo caso, la ADESCO de San Antonio Los Ranchos cuenta con los mecanismos 

legales pertinentes para plantear una inconformidad sobre la situación que estima que le 

causa agravio, y que excede de la competencia que el legislador ha conferido a este 

Tribunal. 

Por tanto, y con base en lo dispuesto en los artículos l, 2, 5, 6, 7 y 33 de la Ley de 

Ética Gubernamental y 81 letra b) de su Reglamento, este Tribunal RESUELVE: 

Declárase improcedente el aviso recibido a las veintidós horas con dieciocho 

minutos del veintisiete de febrero del coniente año contra los señores José Santos Navarro, 

Alcalde, María Lidia Rodríguez, Síndico, Israel Caravantes, Primer Regidor, Celia Ortega 

Alemán, Segundo Regidor suplente, Alexander Ernesto Rauda Cornejo, Tercer Regidor 

Suplente y José Femando Cruz, Cuarto Regidor suplente, todos del Municipio de San 

Antonio Los Ranchos, Chalatenangq. 

PRONUNCIADO POR LOS MIEMBROS DE TRIBUNAL QUE LO SUSCRIBEN 

Co2/ 



Carlos Edgardo Artola Flores 

1 De: 
Enviado el: 
Para: 
Asunto: 

Carlos: 

Luis Roberto Dueñas Argumedo 
martes, 01 de julio de 2014 05:39 p.m. 
Carlos Edgardo Artola Flores 
Respuesta a solicitud de información 15-Sl-2014 

Hago referencia a tu memorando 19-0AIP-2014 en el cual se da trámite a la solicitud de información 15-51-2014, en la 
cual entre otras cosas se solicita las resoluciones definitivas emitidas contra el Concejo Municipal de San Antonio Los 
Ranchos 2012-2015, del departamento de Chalatenango. 

Por este medio te informo que, he revisado el registro de resoluciones definitivas que lleva el TEG y me dio el siguiente 
resultado: 

~ 

t{_,l 
Fecha de Tipo de 

Referencia Denunciado Cargo 
resolución Resolución 

Israel Carabantes Primer Regidor de la Alcaldía 
2-A-13 

Carabantes 
Municipal de San Antonio Los 20/02/2014 Absolutoria 

Ranchos 

No omito manifestarte que la resolución final está disponible en la página web del TEG, en virtud que es información 

oficiosa. 
Atentamente, 

Lic. Luis Roberto Dueñas Argurnedo 
Encargado de Registro de Sanciones 
Tribunal de Ética Gubernarnental 
Telf. 2560-6459 

[Número de página] 



2-A-13 

TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las ocho horas con veinte 

minutos del día veinte de febrero de dos mil catorce. 

Por agregado el oficio recibido el catorce de enero del corriente año, suscrito por el señor 

Santos Navarro Chavarria, Alcalde Municipal de San Antonio Los Ranchos, depmiamento de 

Chalatenango, con la documentación que aporta. 

Por agregado el infom1e recibido el cinco de febrero de este año, suscrito por la señora Ada 

Melvin Villalta de Chacón, coordinadora de instrucción de este Tribunal , con Ja docurnentaci.ón 

que agrega. 

Mediante resolución de las nueve horas con veinte minutos del diez de diciembre de dos 

mil trece, se previno al sefior lsr.iel Carabantes Carabantes que, durante el plazo probatorio, 

indicara con claridad qué hechos pretendía acreditar con la declaración de los testigos que ofreció 

al presentar su escrito de defensa. 

Sin embargo, el referido plazo finalizó el seis de febrero del año en curso sin que el señor 

Catabaotes Carabantes baya subsanado la pr,evención antes mencionada, por lo que deberá 

declararse sin lugar la prueba testimonial ofrecida por el mismo. 

CONSIDERANDOS: 

1. ANTECEDENTES DE BECHO 

l. El presente procedimiento inició mediante aviso recibido el ocho de enero de dos mil 

trece. El i.nformante señaló que en mayo de dos mil doce, el señor Israel Carabantes Carabantes, 

Concejal de San Antonio Los Ranchos, influyó para que se nombrara a su entonces conviviente y 

actual cónyuge, señora Rosa Amalia Alemán Córdova, en el cargo de Secretaria Municipal. 

2. Por resolución de las ocho horas del seis de febrero de dos mil trece, se ordenó la 

investigación preliminar del caso, por la posible infracción por parte del denunciado al deber ético 

de "Excusarse de intervenir o participar en asuntos en los cuales él, su cónyuge, conviviente, 

parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad o socio. tengan algún 

conflicto de interés", regulado en el art. 5 letra c) de la Ley de Ética Gubernamental (f. 2). 

En ese marco, se determinó que la señora Alemán Córdova labora en la municipalidad de 

San Antonio Los Ranchos desde julio de dos mil seis, fecha en la que fue contratada como Jefe 

del Registro del Estado Familiar, y que desde el uno de mayo de dos mil doce se desempeña como 

Secretaria Municipal. 

Asimismo, se indicó que su contratación fue por capacidad y en el afio dos mil doce se le 

dio la oportunidad de ascender de su cargo debido a su experiencia laboral, habi lidades y destrezas 

(fs. 5 al 18). 

3. Mediante resolución de las quince horas con quince minutos del trece de agosto de dos 

rrúl trece, se requirió por segunda vez informe al Registrador Nacional de las Personas Naturales, 

el cual fue remitido el dieciséis de septiembre del mismo afio (fs. 20, 22 y 23). 

l 



4. Por resolución de las catorce horas con veinte minutos del dieciocho de octubre de dos 

mil trece, se decretó la apertura del procedimiento por la posible infracción del deber ético 

contemplado en el art. 5 letra c) de la LEG, y se concedió al seilor Israel Carabantes Carabantes el 

plazo de cinco días hábi les para que hiciera uso de su derecho de defensa (f. 24). 

5. El señor Carabantes Carabantes, mediante escrito presentado el trece de noviembre de 

dos mil trece, indicó que compartió una amistad con la señora Alemán Córdova desde la infancia, 

misma que subsistla cuando ella fue nombrada como Secretaria Municipal en mayo de dos mil 

doce, por lo que negó rotundamente que fueran convivientes o que existiera algún vínculo de 

parentesco entre ambos. 

Añadió que fueron novios a partir de julio de dos mil doce y contrajeron matrimonio en 

diciembre del mismo afio. 

Explicó que en virtud de lo anterior, se excusó de participar en el nombramiento de la 

señora Alemán Córdova como Secretaria Municipal en enew de dos mil trece; asimismo, aportó 

prueba documental y otreció testigos (fs. 26 al 61 ). 

6. En la resolución de las nueve horas con veinte minutos del diez de diciembre de dos mil 

trece, se abrió a pruebas el presente procedimiento, se previno al seflor Carabantes Carabantes que 

indicara qué hechos pretendía acreditar con la dccluración de los testigos que ofrecía, se comisionó 

a una instructora para que se constituyera a la Alcaldía Municipal de San Amonio Los Ranchos. 

con el fin de entrevistar a personas que tuvieran conocimientos de los hechos objeto del 

procedimiento y realizara cualquier otra diligencia útil para el esclarecimiento de los mismos; y se 

requirió documentación al Concejo Municipal de San Antonio Los Ranchos (f. 62). 

7. Por medio de oficio recibido el catorce de enero de este allo, el señor Santos Navarro 

Chavarria, Alcalde Municipal de San Antonio Los Ranchos, remitió certificación literal del acta 

número uno de la sesión ordinaria celebrada por dicho Concejo. a las ocho horas del día cinco de 

enero de dos mil trece (fs. 71 al 77). 

8. Por último, la in~'tructora de este Tribunal expuso en su informe las diligencias realizadas 

y los hallazgos encontrados; asimismo, propuso prueba testimonial. Sin embargo, este Tribunal 

estima que ya han sido recolectados todos los clementtls de prueba necesarios para esclarecer los 

hechos atribuidos al dcnWJCindo, razón por la cual los medios propuest.os resultan sobreabundantes 

(iS. 78 al 84 ). 

II. HECHOS PROBADOS 

1) El sellor Israel Carabantes Carabantes es miembro del Concejo Municipal de San 

Antonio Los Ranchos como Primer Regidor Propietario. según las copias simples de actas que ha 

emitido el referido Concejo desde el afio dos mil seis al dos mil trece (fs. 8, 1 O. 13, 15, y 37 al 44 ). 

2) La señora Rosa Amalia Alemán Córdova labora en la municipalidad de San Antonio 

Los Ranchos desde el primero de agosto de dos mil seis, primero como Jefe del Registro del Estado 

Familiar basta el treinta de abril de dos mil doce; y posteriormente desde el uno de mayo de dos 

mil doce a la fecha como Secretaria Municipal, con base en el informe rendido por el señor José 
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Santos Navarro Chnvarrín, Alcalde de dicha localidad y las copias de las actas en las que constan 

sus referidos nombramientos (fs. 5, 8, 1 O, 13 al 18, 37 al 44 y 72 al 77). 

3) Los señores Carabantes Carabantes y Alemán Córdova contrajeron matrimonio el 

veintinueve de diciembre de dos mil doce ante los oficios notariales del señor José Javier Clavel 

Flamenco, según certificación de Ja respectiva partida de matrimonio (f. 48). 

4) El señor Carabantes Carabantes se excusó de participar en la contTatación de la señora 

Alemán Córdova para el cargo de Secretaria Municipal durante el año pasado, de conformidad con 

Ja certificación del acta número uno de fecha cinco de enero de dos mil trece (fs. 72 al 77). 

lll. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Desde la fase liminar del procedimiento las conductas atribuidas al denunciado se 

iden1ificaron como una posible transgresión al deber ético de "Excusarse dé inlervenir o participar 

en asuntos en los cuales él, su cónyuge, conviviente, parienres dentro del cuar10 grado de 

consanguinidad o segundo de afinidad o socio, tengan algún conflicto de inlerés", regulado en el 

articulo S letra e) de Ja Ley de Ética Gubernamental, en lo sucesivo LEG. 

Es importante reafirmar que Ja ética pública está conformada por un conjunto de principios 

que orientan a los servidores estatales y los conducen a la realización de actuaciones correctas, 

honorables e intachables, entre ellas el garantizar que el interés público prevalezca sobre el 

particular, ya sea el propio del servidor público o el de sus parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad y segundo de afinidad. 

Así, la Convención Interamericana contra la Corrupción y la Convención de las Naciones 

Unidas contra la Corrupción destacan la importancia de adoptar medidas preventivas destinadas a 

crear, mantener y fortalecer las normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado 

cumplimiento de las funciones públicas, orienladas a evitar conflictos de in1ereses y, en términos 

generales, a prevenir Ja corrupción. 

Bajo esa misma lógica, la LEO regula el deber antes aludido para Jos servidores públicos; 

pues lo contrario implicaría claramente anteponer el interés particular al público. 

En ese sentido, la norma de mérito supone que cuando el interés personal de un servidor 

público o el de alguno de sus familiares se oponga o riña con el interés público, aquél no debe 

participar en resolver o disponer en los asuntos especiiicos; y que el servidor público debe 

comunicar esa circunstancia a su superior jerárquico para poder eximir:se de intervenir en el caso 

y que en su lugar se designe a un sustituto para tal fin. 

En efecto, se pretende que el servidor público no se encuentre en situación de representar 

intereses distintos de los del Estado y que desempeñe de forma imparcial su cargo; por cuanto todo 

servidor público debe evitar las si1uaciones en las que se pueda beneficiar personalmente o 

favorecer a cualquiera de las demás personas reguladas por Ja norma apuntada. 

IV. En el presente procedimiento con Jos medios probatorios practicados se ha verificado 

que efectivamente Jos señores Carabantes Carabantes y Alemán Córdova laboran en la 
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municipalidad de San Anlonio Los Ranchos, el primero como Primer Regidor propietario y la 

segunda como Secretaria Municipal. 

También se ha acreditado que dichos servidores públicos son cónyuges desde el 

veintinueve de diciembre de dos mil doce. 

Sin embargo, pese a las diligencias iovestiga1ivas desarrolladas en el curso del 

procedimiento, no se ha demostrado que los seflores Carabantes Carabantes y Alemán Córdova 

hayan sido convivientes antes de contraer matrimonio. 

Al respecto, es dable indicar que el art. 118 del Código de Fwnilia define la unión no 

matrimonial como la constituida por un hombre y una mujer que sin impedimento legal para 

contraer matrimonio entre sl. hicieren vida en común libremente, en forma singular, continua, 

estable y notoria, por un período de uno o más ailos. La misma disposición aclara que los 

integrantes de tal unión serán denominados convivientes o compañeros de vida. 

Ahora bien, Ja calidad de conviviente se acredita mediante la correspondiente declaración 

judicial. según los artículos 123 del referido cuerpo normativo y 127 de la Ley Procesal de Familia. 

En el presente caso, de las entrevistas realizadas por la instructora de este Tribunal a los 

servidores públicos municipales y a residentes de San Antonio Los Ranchos, no se refleja que los 

señores Carabantes Carabantes y Alemán Córdova hayan tenido una vida en común por un período 

de uno o más al!os y a lo largo del período investigado en este procedimiento, tampoco consta que 

se haya declarado judicialmente su convivencia (Is. 79 vuelto, 80 al 82, y 87 al 90). 

Por otra parte, el informante indicó que en mayo de dos mil doce el sef\or Carabantes 

Carabantes influyó para que se nombrara a la seflora Alemán Córdova como Secretaria Municipal; 

no obstante, no existe ningún medio probatorio directo que corrobore indicios indubitables que 

permitan establecer esa alegación. 

De hecho, el Alcalde de San Antonio Los Ranchos iofom1ó que la seflora Alemán Córdova 

fue contratada por su capacidad y en el año dos mil doce se Je dio la oportunidad de ascend.:r de 

su cargo debido a su experiencia laboral, habilidades y destrezas; advirtiéndose que fue nombrada 

como Secretaria Municipal por un período inicial de tres meses en el ailo dos mil doce, que fue 

refrendado posteriormente para concluir ese año. 

El cinco de enero de dos mil trece, cuando los servidores públicos en cuestión ya hablan 

contraído matrimonio, en la respectiva sesión ordinaria celebrada por el Concejo Municipal, el 

señor Carabantes Carabantes se excusó de conocer de la contratación de su esposa en el cargo de 

Secretaria Municipal por el vinculo que los unía (ts. 37 al 44 y 72 al 77). 

En definitiva, entonces, no se ha establecido por las circunstancias apuntadas que el seflor 

Israel Carabantes Carabantes hoya transgredido el deber ético regulado en el artículo 5 letrn e) de 

la lEG. 

Por tanto, con base en los artículos 1 dt: la Constitución, VI de la Convención 

lnteramericana contra la Corrupción, 1 de la Convención de las Naciones Unidas contrd la 
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Corrupción, l , 5 letra c), 20 letra a), 37 de la Ley de Ética Gubernamental y 99 de su Reglamento, 

este Tribunal RESUELVE: 

a) Declárese inadmisible la prueba testimonial ofrecida por el señor Israel Carabantes 

Carabantes. 

b) Absuélvese al señor Israel Carabantes Carabantes, Primer Regidor de San Antonio Los 

Ranchos, departamento de Chalatenango, a quien se le atribula haber trasgredido el deber ético de 

"Excusarse de intervenir o participar en asuntos en los cuales él, su cónyuge, conviviente, 

parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de ajinid<id o socio, tengan algún 

conflicto de interés", contenido en el art. 5 letr.i e) de la Ley de Ética Gubernamental. 

e) Cert!fiquese esta resolución al señor Israel Carabantes Carabantes, tal como Jo solicitó 

a f 28 vuelto, para los efectos legales consiguientes. 

PRONUNCIADO POR LOS MlEMBROS DE TRIBUNAL QUE LO SUSCRIBEN. 

Col l 
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TRIBUNAi. DE ÉTICA 
GUBERNAMENTA L 
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En  

, Chalatenango, a las 0 C ~o horas con C ()p.. I V11!. t fA.. 

minutos del día veintiuno de julio del año dos mil catorce, procedo a comunicar la 

respuesta de la Solicitud de Información tramitada bajo número de referencia 15-Sl-

2014. Recibe la notificación 

identifica por medio de su Documento Único de Identidad 

 , persona a la que entrego la documentación que 

consta de el memorando emitido por el jefe de la Unidad de Ética Legal el día catorce 

de Julio de dos mil catorce, junto con reso luciones finales de los expediente con 

números de referencia 22-A-14 y 2-A-13 que por este acto se comunican. Y para dejar 

constancia de que se ha efectuado el acto de notificación respectivo en los términos 

seña lados, f irmamos la presente Acta. 

15-Sl-2014 

El presente documento en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. En 
ese contexto, es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo establecido en 
el artículo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende la siguiente versión pública:




